En Santiago de Cali, a los diez días del mes de junio de dos mil cinco, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, en el Hotel Vizcaya Real, se dio inicio al foro que sobre la implementación de la oralidad en materia laboral,  ha sido programado por el Ministerio del Interior y de Justicia - Ministerio de la Protección Social - Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia - Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa - Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla,  y  - Sala Laboral Tribunal Superior de Cali -. 
I.  ORDEN DEL DIA
1. HIMNO NACIONAL DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA 

2. INSTALACIÓN A CARGO DE LA DRA. AMPARO MARMOLEJO DE GIRALDO, PRESIDENTA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

3. PALABRAS DEL DR. MARIO GERMAN IGUARAN ARANA, VICEMINISTRO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA 
4. PALABRAS DEL DR. CAMILO TARQUINO GALLEGO, MAGISTRADO SALA DE CASACION LABORAL CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. 

5. PALABRAS DEL DR. EDUARDO LOPEZ VILLEGAS, PRESIDENTE DE LA SALA DE CASACION LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. 

6. PALABRAS DE LA DRA. LUCIA ARBELAEZ DE TOBON, MAGISTRADA DE LA SALA ADMINISTRATIVA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. 

7. INTERVENCIÓN DEL DR. FABIAN VALLEJO CABRERA, INTEGRANTE DEL INSTITUTO DE DERECHO PROCESAL CAPITULO CALI – MAGISTRADO SALA LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE CALI. 

8. PARTICIPACION DEL DR. GERMAN VARELA COLLAZOS MAGISTRADO DE LA SALA LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BUGA. 
9. INTERVENCION DEL DR. CARLOS EDUARDO CARVAJAL, PRESIDENTE SALA CIVIL-LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE POPAYAN. 

10. INTERVENCION DEL DR. ANTONIO JOSE VALENCIA MANZANO, PRESIDENTE DE LA SALA LABORAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE CALI. 
11.  INTERVENCION DEL DR. CARLOS FREDY ARACU BENITEZ, JUEZ TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI EN REPRESENTACIÓN DE LOS JUECES LABORALES DE DICHO CIRCUITO JUDICIAL. 

12. INTERVENCION DE LA DRA. LETICIA HURTADO TORRES, JUEZ PRIMERA LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI,   EN REPRESENTACIÓN DE LOS JUECES LABORALES DE CALI. 

13. INTERVENCION DE LA DRA. LEYDA DEL SOCORRO ARIAS ANDRADE, PRESIDENTE DEL COLEGIO DE ABOGADOS LABORALISTAS DEL VALLE DEL CAUCA –CALAV-. 

14. PALABRAS DEL DR. CESAR AUGUSTO DUQUE, MIEMBRO DE LA ACADEMIA DE JURISPRUDENCIA DE DERECHO DEL TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL DEL SUR OCCIDENTE COLOMBIANO. 
15. INTERVENCION DEL DR. IVAN ALBERTO DIAZ GUTIERREZ, PROFESOR PONTIFICIA UNIVERSIDAD JAVERIANA  DE CALI. 

16. INTERVENCION DE LA DRA. CARMEN ELENA GARCES, EN REPRESENTACIÓN DE LA UNIDAD CENTRAL DEL VALLE DE TULUA Y UNIVERSIDAD ICESI DE CALI.
 

II. DESARROLLO DEL ORDEN DEL DÍA
 

1. Instala el foro la Dra. AMPARO MARMOLEJO DE GIRALDO, Presidente del Tribunal Superior de Cali y miembro de la Sala Laboral de la misma Corporación.
2. Intervención del  Dr. MARIO GERMAN IGUARAN ARANA, Viceministro de justicia y del Interior.
3. Palabras del Dr. CAMILO TARQUINO GALLEGO, Magistrado Sala de Casación Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia.
4. Intervención del Dr. EDUARDO LOPEZ VILLEGAS – Presidente de la Sala de Casación Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia con el tema OBJETIVOS DE LA COMISION INTERINSTITUCIONAL:
En este punto manifiesta que debemos mirar el panorama total de la administración de justicia y mirar si hay algo que debemos cambiar; no sin antes expresar que desde hace varios años la Corte se ha ocupado de estudiar posibles reformas constitucionales y legales,  teniendo como norte la preocupación por esas posibilidades de cambio.  Agrega que la reforma no se puede hacer sola, dado que no  puede tener éxito la comisión si no existe el acompañamiento del Gobierno, y además es a través del Consejo Superior de la Judicatura que se puede lograr un cambio en la Rama.
Lo inmediato es dejar de hacer las cosas a través de la escritura para pasar a hacerlo de forma oral, pero debemos pensar en una nueva cultura de realizar las cosas, puesto que el derecho y la sociedad cambian constantemente. Hoy se piensa de una manera distinta respecto del juez,  se demanda otra clase de juez. La administración de justicia ha surgido como una necesidad mayor, el juez se ha convertido en un elemento esencial de la sociedad.
El imaginario social es la segunda naturaleza de las cosas, no basta con realizar nuestra labor, es importantísimo lo que la sociedad piensa de nosotros, como nos cataloga, pues es una de las condiciones de una vía democrática.
Debemos pensar que existe una enorme dificultad, cual es la congestión.
El eje de un Estado Social de Derecho es la seguridad social y  en ese sentido se han incrementado los asuntos relativos a salud y pensiones, lo que ha generado en la jurisdicción laboral  un incremento de demandas de justicia en estos temas. 
Estamos frente a que la mayor demanda en la administración de justicia proviene del sector salud, y la jurisdicción que le corresponde resolver estos temas no está funcionando.
En este sentido, la Corte ha pensado en conceder poderes al juez ordinario para protección de derechos fundamentales, es decir que es necesario constitucionalizar el proceso ordinario, ya que este es el instrumento por excelencia para defender los derechos fundamentales.  
Hoy en promedio un proceso ordinario dura 5 años, es decir varias veces el tiempo procesal previsto. El problema de la congestión del derecho laboral es de las grandes ciudades, siendo  necesario hacer efectivo el derecho al acceso a la administración de justicia.
5. Presentación de la Dra. LUCIA ARBELAEZ DE TOBON Magistrada Sala Administrativa Consejo Superior de la Judicatura: AREAS ESTRATEGICAS EN LA IMPLEMENTACION DE LA ORALIDAD. 
6. Exposición del Dr. FABIAN VALLEJO CABRERA Miembro del Instituto Colombiano de Derecho Procesal Capítulo Cali y Magistrado de la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali  -IMPORTANCIA DE LA ORALIDAD Y LEGISLACION LABORAL-: 
 

Para lograr un trabajo edificante en estos foros, es mi parecer que el primer ejercicio que debemos emprender consiste en ponernos de acuerdo sobre lo que entendemos por oralidad, para lo cual propongo que tengamos en cuenta  los siguientes entendimientos, todos diferentes de ella:
 A.- La oralidad en el CPTSS actual:
 

Sabemos por demás los iuslaboralistas que nuestro actual Código tiene un mandato imperativo sobre ella en su artículo 42: “Las actuaciones judiciales en las instancias se  efectuaran oralmente en audiencia pública, so pena de nulidad”.
 

Frente a tan contundente, viejo y claro mandato cabe preguntarnos, ¿ Si ya está impuesta la oralidad, qué es lo que queremos ? ¿ Alguna diferente a la existente ? ¿ Cuál ? y si no nos gusta la existente, ¿ Porqué no nos gusta o qué es lo que la ha hecho fracasar ?
 

Algunos responden que la oralidad del Código fracasó porque se convirtió en una actuación dictada, porque todo se escribe. Y eso hay que hacerlo –agregan- porque no se graba  en medios técnicos de audiovideo o audio: Esta es una mirada simple del asunto.
 

Considero que el fracaso de la oralidad en nuestro actual código no radica ahí, porque los artículos 46 y 73 permiten grabar las audiencias utilizando cualquier  “medio técnico”. La  respuesta correcta la encontramos en una clara falta  de técnica legislativa: El Legislador de 1948 olvidó  que la oralidad,  va del brazo con la publicidad, es inseparable de los principios de concentración y de continuidad. Imponen estos que la audiencia una vez iniciada debe terminar  ojalá con el proceso, o como dicen algunos doctrinantes, con “el día” y obligan a su  continuación en forma inmediata en caso de suspensión. Ignoró el legislador este acompañamiento necesario de la oralidad y estableció legalmente en cambio, un proceso fragmentado  cuando lo dividió en seis partes: una audiencia de conciliación, cuatro de trámite y una de juzgamiento,  cada una  separada de la otra por seis meses en promedio en la práctica judicial.
 

La oralidad concebida en estos términos es una falacia con la que  nos hemos acostumbrado a vivir, y lo que es peor, a defender. Es más, así como está  estructurado legalmente el proceso, así se grabe la actuación de viva voz y no se copie, la oralidad es un fracaso dado que el manejo de las grabaciones  para efectos de separarlas y dictar la sentencia correspondiente representa una dificultad mayor.
 

Me imagino que ésta no es la oralidad que buscamos pues ya la tenemos y somos testigos  directos, y más que testigos, actores de su fracaso.
 

B.- La oralidad en el Código Único o General del Proceso.
 

Sabemos que al Instituto Colombiano de Derecho Procesal se le encomendó por el Gobierno la estructuración de un Proyecto de Código Único  y General aplicable a las ramas laboral, civil, familia y contenciosa.
 

Por razones de tiempo me voy a referir a él en forma breve desde dos puntos de vista:
 

a.- Enunciando simplemente las principales reformas que trae el proyecto de Código General en el titulo referente a los conflictos laborales, y
b.- Comentando lo que sobre la oralidad ha sido  aprobado en su parte general.
 

Cabe destacar en materia de reformas las siguientes:
 

1.- Asigna a los jueces laborales competencia para conocer la conflictividad de las cooperativas de trabajo  asociado  y de las EAT (S), la revisión de contratos individuales y convenciones colectivas por alteraciones de la normalidad  económica, las controversias referentes al sistema de subsidio familiar y al régimen de protección al desempleado.
2.- Se le otorga nuevamente al Juez Civil Municipal competencia para conocer asuntos laborales.
3.- Se conserva la regla general para determinar la competencia adicionándole la posibilidad de demandar en el domicilio del demandante si el demandado tiene oficina, sucursal o agencia en éste.
4.- Se terminan las demás reglas especiales para determinar la competencia a excepción de la referida a los asuntos contra entidades del SISS.
5.- Se deroga todo lo referente al Ministerio Público, la conciliación, demanda, anexos, reforma de la demanda, designación de curador,  pues estos temas pasan a ser regulados en la parte general y común del Código General.
6.- Respecto de la contestación de la demanda únicamente se causa la obligación de manifestar por qué se dice no constarle un hecho y  porqué se niega, pero sin consecuencias en caso de no hacerlo. La antigua decisión de audiencias de conciliación, trámite y juzgamiento desaparece. En materia de recursos se dispone que en los procesos de cuantía inferior a 30 salarios mínimos únicamente será apelable la sentencia; y
7.- Se  conservan las facultades extra y ultra petita, el grado de consulta y el principio de la consonancia.
 

Ahora, en materia de oralidad, se establece un imperativo precepto que dice: “Toda actuación será oral y deberá surtirse en audiencia”.
 

No obstante lo anterior, en mi concepto, se cae en el mismo error del CPT y de la SS. Se entiende en el proyecto que la oralidad sólo consiste en la posibilidad de grabarse lo que ocurra en las audiencias. Se olvidan los principios de continuidad de la audiencia, la concentración, la publicidad y la inmediación, complementos inseparables de ella. Este proyecto sí es un verdadero híbrido que al decir de  Saffaroni lo convierte en una oralidad caricaturizada en donde se pierden las ventajas  del sistema  escrito y del oral. Tiene tanto de  lo uno y de lo otro, que sólo queda la opción de calificarlo de mixto a pesar de la orden de ser oral.
 

 Miremos esto:
¿ Cómo es posible que si el proceso se debe adelantar en  audiencia –entiéndase una como corresponde a una  auténtica oralidad-  se regulen  materias como la de los traslados, concepto exclusivo de un sistema procesal escrito por obvias  razones, y se establezcan temas como la presentación de memoriales y escritos cuando la actuación va a ser en audiencia y oral ? 
Fácil resulta explicar esta concepción  de la  comisión redactora  si tenemos en cuenta que de los 14 integrantes de la misma,  escasamente hay un laboralista al que –según consta en las actas- lo regañan cada que toma la palabra.
Los civilistas no quieren ni pueden abandonar una estructura mental y jurídica de toda su vida.
Bajo ésta óptica  el supuesto sistema oral que pregona el proyecto del  Código  General del Proceso es, palabras más palabras menos, el mismo del actual CPT y de la SS; la única ventaja es que se graba lo actuado en las audiencias si es que a esto se le puede llamar ventaja ya que si se piensa en el manejo práctico de este  material al momento de dictar la sentencia,  líbrenos Dios de todas sus consecuencias.
 

Trato de creer que tampoco es ésta oralidad la que pretendemos. Desde luego que para el procesal civil constituye un adelanto; pero para el laboral es un auténtico retroceso.
 

C.- La oralidad en el CPP.
 

Estamos estrenando en Colombia el sistema acusatorio y dentro de él la oralidad.
Es éste un verdadero sistema oral ? Sin ninguna duda, sí. Y en consecuencia, si estamos en todos estos esfuerzos y desgastes de todo tipo, lo ideal es que de una vez por todas dirijamos esta actividad a lograr esta oralidad.
¿ Porqué ésta es una verdadera oralidad ?  Por lo siguiente:
1.- Porque dispone a cargo del Estado la obligación de suministrar los medios técnicos –audiovisuales o simplemente de audio- para grabar todos los actos procesales  que se ejecuten en la audiencia.
2.- Porque esa  grabación no tiene ningún efecto para el fallo de primera instancia,  ya que el juez lo adopta terminada la audiencia y conforme a lo  percibido directamente por él. No necesita revisar expedientes, ni grabaciones. Esas grabaciones -conforme a la ley-  tienen el único fin de soportar recursos.   
3.- Porque en su artículo 17  complementa la oralidad  -requisito sine qua non para que ella funcione-  con el principio de la concentración, no entendida esta como la hemos venido manejando en laboral –como la esperanza o recomendación de que el proceso se  celebre en el menor número de audiencias posibles- sino como la obligación perentoria e inquebrantable de que la práctica de pruebas y el debate deben  realizarse de manera continua –no fraccionada-  con preferencia en un mismo día y si ello no fuese posible en días consecutivos, audiencia que se suspenderá sólo excepcionalmente y por motivos graves y justificados. “El juez velará para que no surjan otras audiencias  concurrentes de modo que  concentre su atención en ese sólo asunto” termina diciendo ese artículo 17.
Y este proceder es tan importante para que la oralidad funcione  que en el artículo 454 se tiene dispuesto que si se da la suspensión de la audiencia por una fuerza mayor y el transcurso del tiempo afecta la memoria de lo sucedido en la audiencia, la audiencia se repetirá.
4.- Porque el artículo 146 del ordenamiento procesal citado, prohíbe expresamente actuaciones escritas salvo las que autorice la Ley.
5.- Porque esa oralidad penal va unida de forma inseparable con otros principios que la complementan en forma necesaria: La  mediación –como el juez tiene que fallar en el acto resulta imposible que no esté presente en la audiencia-;  la celeridad y su consecuente eficacia -no hay forma más efectiva de justicia que la que se dicta en la única audiencia-;  y la publicidad, garantía de  moralidad y recto proceder. 
Aquí radica el meollo del proceso oral. La oralidad sin esta concentración fragmenta el proceso como le sucede al laboral hoy  en día y, cuando carece de grabación lo convierte en dictado.
Fragmentado el proceso, así se recurra a medios técnicos para su grabación, ésta no ayuda  absolutamente en nada, al contrario, agrava el problema dado el manejo técnico que esas grabaciones implica.
6.- Porque una actuación plenamente oral efectiviza el contradictorio, hace práctica la gratuidad de la justicia, consigue mayor  efectivización del Derecho Sustancial; revive la fe en la justicia porque socializa al Juez al ponerlo en contacto directo con los sujetos procesales; en fin, porque humaniza la justicia.
 

La caracterizada  es la verdadera oralidad que debemos buscar si queremos que ese esfuerzo loable de todos vosotros no se convierta en otra reforma más que no solo mantenga la problemática judicial sino la multiplique.
 

Para ello, claro está, el cambio no solo es de formas normativas. El cambio impone una nueva cultura jurídica ya que él implica toda una estructura argumentativa y de planeación del proceso. Este cambio  es difícil que los abogados actuales lo logremos. Como decía el maestro Jaime Bernal  a unos estudiantes de la Javeriana en esta ciudad, eso lo  conseguirán los abogados que se están formando si es que las Universidades toman verdadera conciencia de lo que ello significa.
 

Pongamos en claro, para finalizar, que asumiendo este compromiso no estamos haciendo nada nuevo. Simplemente  giramos la  nueva historia para volver a nuestro ancestro: El Derecho Romano con su característica oralidad. Dicho regreso  nos debe recordar la actio, la lis y la lis fullonum o proceso concentrado,  características del derecho  Nacional Romano y que se impugnaron luego en el corpus juris civile de Justiniano lo que podemos comprobar con la lectura de su Codex, Digesto y las Institutas.
Esta temática me hace recordar las palabras del académico Antonio Francoz Rigolt cuando manifestó: “He ahí uno de los puntos  contacto entre el pasado y el presente de la ciencia jurídica, he ahí también su futuro cargado de destino”.
7. Ponencia del Dr. GERMAN VARELA COLLAZOS Magistrado Sala Laboral Tribunal Superior de Buga:  SUGERENCIAS DEL DISTRITO JUDICIAL DE BUGA SOBRE LA POSIBLE REFORMA AL CODIGO PROCESAL DEL TRABAJO Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL PARA LA IMPLEMENTACION DE UN VERDADERO SISTEMA ORAL.
1- Sugerencia formal: Si entendemos los Códigos como “Conjunto de normas que regulan de manera completa, ordenada, metódica, sistemática y coordinada, las instituciones constitutivas de una rama del derecho”, su reforma, implica la numeración de los distintos artículos, libros, capítulos y títulos que los conforman y no solamente por capítulos como observamos en el actual Código Procesal del Trabajo  y de la Seguridad Social; de allí que, la sugerencia es que el nuevo Código contenga libros, capítulos y títulos y, en la medida de lo posible, que se regule toda la actuación por un verdadero juicio oral del trabajo.
2- En el evento en que se acoja la anterior clasificación, en el primer título, se sugiere reflexionar sobre qué normas rectoras regirían el nuevo código procesal del trabajo, entre las cuales, además, de los principios señalados en el artículo 53 del Estatuto Fundamental y los contenidos en el Código Sustantivo del Trabajo y en los sugeridos por la subcomisión del proceso laboral, los siguientes: 
Una nueva concepción de la oralidad en la cual se mantenga (i) La oralidad como elemento estructural del proceso. (ii) Se introduzca el artículo 3º de la Ley 906 de 2004, por la cual se expide el nuevo código de Procedimiento Penal que indica que, en la actuación prevalecerá lo establecido en los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia que traten sobre derechos humanos y que prohíban su limitación en los estados de excepción por formar parte del bloque de constitucionalidad, subrayándose la última parte.
3- En cuanto a las modificaciones y derogatorias que se hacen en el “Proyecto del Código General del Proceso”, que tuvimos a nuestro alcance, se hacen las siguientes precisiones:
a) Deben adecuarse al nuevo procedimiento oral.
b) Los artículos 28,29,33,41 que tratan sobre la devolución y reforma de la demanda; nombramiento del curador ad litem y emplazamiento; intervención de abogados en los procesos del trabajo; notificaciones del auto admisorio de la demanda y, en general, la que tenga por objeto hacer saber la primera providencia que se dicte, respectivamente, no deben derogarse, como se señala en las modificaciones del proyecto, pues no encontramos razón para ello; además de que no se desvirtuaría la oralidad de que venimos hablando.
c) Especial atención se observa en la modificación del artículo 69 sobre la procedencia de la consulta, al sujetarla a la apelación del Ministerio Público o de la Defensoría Pública; pues, dicha modificación podría ir en contra del interés general.  No debemos olvidar lo que sucedió en Puertos de Colombia: aquí el estado y gracias a la Consulta se evitó una mayor defraudación.  La propuesta es que la consulta obligatoria, debe dejarse tal como está concebida.
d) En cuando a las pruebas, se sugiere establecer como norma, la carga dinámica de la prueba, conjugándola con el concepto tradicional del artículo 177 del C. de P. Civil y ajustándola a las relaciones que surgen entre empleadores y trabajadores, dentro de un espíritu de coordinación económica y equilibrio social, tal como lo enseña el artículo 1º  del Código Sustantivo del Trabajo.
e) Se sugiere adicionar un nuevo artículo que establezca un servicio de “defensoría pública de trabajadores”
f) Si concebimos el litigio como un diálogo entre demandante y demandado que no siempre se extingue ni decae con la litis contestación, relación que se distingue ante todo por ser una relación en movimiento y, en la medida en que cada parte avanza en sus afirmaciones por el decurso del diálogo, prosigue su interés en dar la prueba de la afirmación nueva; con los nuevos datos se contrarresta la posición adquirida por el adversario y, al final, este tercero, que es el juez decide quién tiene la razón;  el procedimiento que se sugiere para el juicio oral ordinario es el siguiente:  tres audiencias, que se desarrollarán como sigue:
La primera audiencia de conciliación, de decisión de excepciones previas, de saneamiento y de fijación del litigio,  que debe desarrollarse en forma oral,  privada y presidida por el juez, con asistencia obligatoria de las partes y sus apoderados.
Si a la audiencia no comparece el demandante, debe considerarse la perención del proceso por un determinado tiempo, salvo el caso fortuito, fuerza mayor, etc.
Y, si es el demandado quien no comparece, deben presumirse por ciertos los hechos susceptibles de confesión.
En esta audiencia deben decretarse las pruebas pedidas por las partes y las que el juez considere de oficio.
La segunda audiencia de trámite o de pruebas,  en la cual el operador jurídico escucha los testigos, los interroga; se examinan los documentos; se practica la inspección judicial;  escucha a los peritos, etc.
Una vez practicadas las pruebas, se escuchan los alegatos de las partes y, el juez emite el sentido del fallo y, fija audiencia en la cual se leerá la sentencia.
La tercera audiencia de juzgamiento, que debe ser oral y en ella se leerá la sentencia.  El  recurso de apelación debe interponerse y concederse en tal audiencia; de modo que  la parte recurrente solicitará los apartes pertinentes de los registros correspondientes a las audiencias que en su criterio guarden relación con la impugnación.
De igual manera procederán los no apelantes.
 

Procedimiento oral ante el Tribunal.
Recibido el fallo, la secretaria de la Sala Laboral del Tribunal Superior correspondiente deberá acreditar la entrega de los registros referidos.  Satisfecho este requisito, el Magistrado Ponente convocará a audiencia de debate oral que se celebrará dentro de los 10 días siguientes.  Sustentado el recurso por el apelante y oídos los no recurrentes que se hallaren presentes, la Sala de Decisión convocará para audiencia de lectura de fallo, dentro de los 10 días siguientes.
En general, las audiencias deben ser continuas salvo que se trate de situaciones sobrevivientes de manifiesta gravedad, y sin existir otra alternativa viable, en cuyo caso podrá suspenderse por el tiempo que dure el fenómeno que ha motivado la suspensión.
4- Se sugiere adecuar el artículo 73 del C.P.T. y S.S. modificado por el artículo 37 de la Ley 712 de 2001 que establece la grabación de lo actuado y acta, con la modificación consecuencial, de que es obligatorio el sistema de grabación electrónica o magnetofónica.
g) Se sugiere adecuar los procedimiento especiales, así como la casación, al nuevo procedimiento oral.
h) Como el procedimiento oral requiere mayor esfuerzo y labor, tanto del Estado, como de los empleados y funcionarios judiciales; el Consejo Superior de la Judicatura debe proveer los recursos financieros y humanos que implica la reforma.
i) Finalmente, como quiera que uno de los objetivos de la implementación de la oralidad es hacer realidad el principio de celeridad; proponemos que se consagre norma expresa en el sentido de permitir a las partes solicitar sentencia anticipada; facultad de la que puede hacer uso también el juez en cualquier estado del proceso, cuando se tenga certeza sobre los puntos materia del litigio, verbigracia, en controversias que versen sobre asuntos de pleno derecho. 
8. Intervención del Dr. CARLOS EDUARDO CARVAJAL. Presidente Sala Civil Laboral Tribunal Superior de Popayán. 
Se considera que para implementar el proceso oral en materia laboral y abandonar el proceso que hoy se afirma es oral pero que resulta siendo predominantemente escrito, deberían tenerse en cuenta aspectos como los siguientes:
1. La oralidad se justifica desde el punto de vista de obtener una pronta y cumplida justicia, ya que teóricamente cualquiera que sea la forma que se utilice, es decir, el principio de la oralidad o el de la escritura, es socialmente válida en la medida en que resuelva oportunamente los litigios, y ello esta ocurriendo con nuestro actual sistema. 

2. Para la implementación de un proceso oral o con predominio total del principio de oralidad, se debería partir de la terminación inmediata de los procesos en trámite con el actual sistema, mediante jornadas y mecanismos de descongestión judicial intensivos que el Consejo Superior de la Judicatura ha utilizado en otras situaciones; de tal forma que no puedan coexistir procesos a conocimiento de un despacho judicial con los dos sistemas, porque ello haría  más difícil la implementación de la oralidad y que el proceso mismo se viera abocado a arrancar con el lastre de la congestión que es lo que se pretende combatir. 

3. Se hace necesario recoger las experiencias de implementación del proceso oral en materia penal en las regiones en las que ya está funcionando, para no cometer los mismos errores y por tanto que su implementación al proceso laboral esté precedida de un adecuado sistema de capacitación de  funcionarios y empleados judiciales;  ya que se trataría de cambiar la cultura procesal existente y flexibilizar las mentalidades para hacerlas preactivas o dispuestas al cambio. 

4. Someter a debate y estudio profundo, si se justificaría que con la aplicación del principio de la oralidad al proceso laboral, se pueda cambiar el predominio que ha tenido el principio inquisitivo en materia de obtención de la prueba y si es viable que se haga prevalecer el principio dispositivo y en concreto la no viabilidad del decreto de pruebas de oficio que ha sido considerado hasta ahora como una de las formas con que se preserva  el principio de igualdad de las partes para que no sea solo formal sino real y al interior del proceso, por estar aceptado que las partes no están normalmente en condiciones de igualdad material, dada su posición socio económica. 

5. Se debe devolver al proceso ejecutivo laboral su agilidad original sin perjuicio del derecho de defensa, para que se puedan discutir incidentes y excepciones dentro de única audiencia a fin de que se acompañen las pruebas en la misma y sólo se admita la excepción de pago posterior a la sentencia, ya que dicho proceso se ha vuelto un verdadero “proceso ordinario de ejecución”. 

6. Sería necesario impedir que por cualquier motivo se pueda suspender o aplazar la continuación de una audiencia, siendo ello posible sólo en casos de verdadera necesidad o urgencia y que constituyan razón ineludible, a fin de que el proceso no se pueda prolongar indefinidamente como en la actualidad ocurre. 

7. Como el principio de oralidad implicaría que el proceso se reduzca en el número de audiencias a una o dos y la presencia del juez sería imprescindible en cada una de ellas; no sería viable la práctica de audiencias múltiples o simultáneas como ahora y en la práctica se estila, y por ello deberá dotarse a los despachos judiciales de medios técnicos idóneos para la obtención y conservación de la prueba de testigos y de lo que suceda en la audiencia, sin que ello implique la formación del legajo o expediente en la forma actual, predominantemente escrita. Se trata de reducir al mínimo el expediente y lo demás deberá conservarse en medios magnéticos o de grabación que brinde la seguridad requerida, es decir, hacer obligatoria esta forma de conservación de la actuación que ahora es solo potestativa. 

8. Como en la actualidad una de las razones de estancamiento del proceso está en la notificación o etapa de constitución de la relación jurídico procesal, lo cual puede seguir sucediendo en el proceso oral, deberá mejorarse esta etapa procesal inicial para hacerla más ágil y con mayor intervención de la parte interesada a la que se debe dotar de mayores facultades para obtener dicho resultado. 

9. Se considera que debe conservarse la oportunidad procesal y la facultad del juez para el saneamiento y fijación del litigio, en lo que el juez deberá ser más activo para depurar el contenido del mismo y ello redundará en la reducción del objeto de debate y de prueba. 

10.  Deberá hacerse imperioso el cumplimiento del principio de concentración del proceso a efectos de que no haya situaciones procesales de previa definición, y por ello que todo pueda ser definido en la sentencia respectiva. Lo anterior en el entendido que el mencionado principio sólo tiene verdadera aplicación en el proceso oral, asistiéndolo para el cumplimiento de los fines de economía procesal que necesariamente deben estar motivando su implementación. 
9. INTERVENCION DEL DR. ANTONIO JOSE VALENCIA MANZANO Presidente de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali. (Se adjunta la presentación en power point.)
10. INTERVENCION DEL DR. CARLOS FREDY ARACU BENITEZ Juez Tercero Laboral del Circuito de Cali en representación de los jueces laborales del Circuito de Cali:   IMPLEMENTACION DE LA ORALIDAD EN EL PROCESO LABORAL
 

 

Entendido el Derecho Procesal Laboral como  “el conjunto de normas que establecen el procedimiento que se debe seguir para obtener la actuación de la ley en un caso concreto, que señalan los funcionarios encargados de aplicarlas y las personas que deben someterse a esas normas”, deberemos también entender, que este es el tejido en el cual se deberá entramar la oralidad que predicamos actualmente.
 

Ahora bien, la comprensión del tema de la oralidad, nos conduce inevitablemente a entenderla en dos sentidos: primero como principio y segundo como instrumento.
 

Entendida como principio, la oralidad en materia laboral se encuentra regulada en el Art. 42 del C. P. del T. y de la S. S., y es obvio que la interpretación del texto normativo le imprime el carácter de principio rector a la oralidad, imponiendo su observancia para la validez y eficacia de ciertas actuaciones procesales. En tal sentido, la oralidad como principio no determina una manera especial para la realización de ciertos actos, sino, la forma y el evento procesal en que se debe emplear. (oralidad dictada)
 

Entendida como instrumento procesal, la oralidad ha sido avizorada de una manera pragmática, y ello es en cuanto a que su implementación (oralidad plena), puede constituirse en una valiosa herramienta para el desarrollo de una justicia pronta y cumplida. Es aquí donde se rompe el esquema tradicional, y avoca a los estudiosos del derecho a pensar en el tema de la “oralidad no como  una “principialización del instrumento”, sino, como una “instrumentalización del principio”. Empero, independientemente del análisis teórico que se realice, las reflexiones iniciales nos deben conducir a prospectar la forma como se debe entramar el hilo de la oralidad en el tejido procesal, para así obtener el diseño deseado.
 

En ese orden de ideas, resulta claro que la implementación de la oralidad plena en materia laboral, requiere:
 

A)     Una especial reforma procedimental, pues, romper un paradigma impuesto desde 1948, implica un compromiso y un cambio, jurídicamente expresado, de tipo académico, social, político y cultural, que sólo un marco procesal adecuado lograra viabilizar. 
B)     Por otro lado, la implementación del instrumento, requiere adoptar de manera anticipada, una verdadera, integral y eficaz política de descongestión, de tal suerte que ella cree el terreno propicio para el desarrollo de los mecanismos que impulsarán esta nueva tendencia.
 

Al preguntarnos sobre el tipo de proceso que serviría como base para formular una propuesta en torno al desarrollo pleno de la oralidad, el grupo de trabajo encontró que los procesos especiales no revisten mayor dificultad, toda vez que las normas que regulan su trámite, implícitamente por la especialidad que los identifica, han incorporado en ellos el principio de la oralidad de una forma mas instrumental o ha restringido su uso a ciertas etapas del respectivo trámite.
 

De esta forma, sugerimos que el tipo de proceso apropiado para la formulación del modelo pretendido será indiscutiblemente el procedimiento ordinario, sin que sea necesario diferenciar entre el proceso de única o primera instancia 
   
Aquí surgió otro interrogante, ¿es factible proponer un modelo de oralidad plena para todo el trámite del proceso, o deberá, como lo hizo el legislador en el caso del proceso ejecutivo, restringirse sólo a ciertas etapas procesales.?
  
El romper con el paradigma establecido, únicamente podrá realizarse si se piensa en un modelo de oralidad integral, es decir, que el principio de la oralidad como instrumento, se inserte en el proceso desde la formulación de la demanda hasta la emisión del fallo. 
 

Procederemos entonces a establecer la columna vertebral de las actuaciones que estarían llamadas a ser reformadas para soportar el nuevo modelo de oralidad pretendido dentro del proceso ordinario laboral.
 

	ACTUACIÓN
	INSTRUMENTO
	TITULAR

	1º.- Derecho de Acción 
	Demanda
	Demandante

	2º.- Derecho de Defensa 
	Contestación 
	Demandado

	3º.- Conciliación – Trámite de excepciones – Saneamiento – Fijación del litigio y Decreto de pruebas  
	Audiencia
	Partes – Juez

	4º.- Debate probatorio 
	Medios Probatorios
	Partes – Juez 

	5º.- Juzgamiento 
	Sentencia  
	Juez


            
  El Derecho de Acción se ejercita a través de la formulación de la demanda, en materia laboral esta actuación se regula actualmente por los Arts. 25 y 26 del C. P. del T. y de la S. S. El trámite plenamente oral en esta actuación sería:
 

a)     Formulación de la demanda de manera oral y directamente ante el Juez Laboral, haciendo entrega de copias escritas para la estructuración del expediente físico y traslado al o a los demandado (s)  
b) Verificación de cumplimiento de los requisitos y control de la demanda por parte del Juez.  
c) Pronunciamiento del Juez sobre la admisión, inadmisión o rechazo de la demanda.
          d) Admitida la demanda se ordena la notificación.
e) Inadmitida la demanda, deberá ser subsanada inmediatamente o en su defecto se aplicará el rechazo.
f) rechazada la demanda se argumentara la decisión a efecto de algún recurso.
 

        Derecho de Defensa se ejercita a través de la contestación o respuesta a la demanda, en materia laboral esta actuación se regula actualmente por el Art. 31 del C. P. del T. y de la S. S. El trámite plenamente oral en esta actuación sería:
a) Formulación de la contestación a la demanda de manera oral y directamente ante el Juez Laboral y el demandante en audiencia pública, haciendo entrega al despacho de copia escrita para la estructuración del expediente físico.
b) Verificación de cumplimiento de los requisitos y control de la contestación de la demanda por parte del Juez.  
c) Pronunciamiento del Juez sobre tener, inadmitir o no tener por contestada demanda.
          d) Tenida por contestada la demanda, en la misma audiencia se continuara con el trámite previsto en el Art. 77 del C. P. del T… y de la S.S.
e) Inadmitida la contestación de la demanda, deberá ser subsanada inmediatamente o en su defecto se decidirá tenerla por no contestada.
f) Tenida por no contestada la demanda se argumentara dejando constancia en el acta de la decisión a efecto de algún recurso.
 

        La conciliación, el trámite de excepciones, el saneamiento, la fijación del litigio y el decreto de pruebas, en materia laboral esta regulado actualmente por el Art. 77 del C. P. del T. y de la S. S. El trámite plenamente oral en esta actuación sería:
 

a) Dentro de la misma audiencia en que tuvo por contestada o no la demanda, el Juez instará a las partes a llegar a un acuerdo conciliatorio.
b) Si se llegare a un acuerdo total se terminará el proceso, si el acuerdo es parcial o no hubo acuerdo, se continuara con lo pertinente.
c) El Juez realizara pronunciamiento que resuelva las excepciones previas propuestas en la contestación de la demanda, si no se declararen probadas o ellas no pongan fin al proceso, se continuara con lo pertinente.
d) Se adoptaran por el Juez las medidas tendientes al saneamiento del proceso.
e) Se fijara por el Juez el litigio determinando claramente sobre que va a versar el debate probatorio y los derechos a dilucidar. 
f) Finalmente procederá el Juez a calificar las pruebas allegadas por las partes, a decretar las que fueren pertinentes recaudar en el Despacho y a ordenar la practica de las que se surtan fuera de él. Para el recaudo de las pruebas en el Despacho, el Juez citara a audiencia de trámite, en la que se pretenderá el recaudo, de ser posible, de todos los medios probatorios decretados.
 

        El Debate probatorio y el Juzgamiento en materia laboral esta regulado actualmente por los Arts. 72, 80 y 81 del C. P. del T. y de la S. S., y la relación de los medios de pruebas se establece en los Arts. 51 a 59 Ibídem. El trámite plenamente oral en esta actuación sería:
 

a) En una sola audiencia de trámite, que podrá suspenderse por dos veces, el Juez recaudará los medios de pruebas, correrá los traslados que correspondan y dará respuesta a las solicitudes presentadas por las partes.   
b) Verificado el recaudo de todas las pruebas, resueltos todos los recursos y no habiendo causal que lo impida, el Juez declarará clausurado el debate y podrá proferir en el acto la sentencia, motivándola oralmente; en ella señalará el término dentro del cual debe ejecutarse y la notificará en estrados. Si no estimare conveniente fallar en la misma audiencia, lo declarará así y citará a las partes para una nueva, que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes, en la cual se leerá y notificará a los interesados la sentencia.
 

Hasta aquí se ha planteado un modelo lineal de la oralidad plena en el procedimiento ordinario. Surgen entonces varias situaciones que trataran de romper transversalmente el modelo propuesto, por ejemplo:
 

En el tema de la prueba, carga de la prueba y eventualidad.
En el tema de los recursos, los efectos y la procedencia.
En los trámites incidentales, su procedencia y decisión. En fin.
 

Lo anterior nos permite establecer que de la misma manera en que actualmente la oralidad como principio tiene una mejor expresión en la etapa probatoria, es allí donde el nuevo modelo debe instrumentalizarse con mayor fuerza, en aras de lograr el impacto deseado. Esto nos permite plantear de manera alterna, la discusión sobre la figura del Juez instructor separada del Juez fallador e incluso si se quiere del Juez de ejecución de providencias.
11. INTERVENCION DE LA DRA. LETICIA HURTADO TORRES Juez Primera Laboral del Circuito de Cali   en representación de los jueces laborales del Circuito de Cali.
12. INTERVENCION DE LA DRA LEYDA DEL SOCORRO ARIAS ANDRADE Presidente del Colegio de Abogados Laboralistas del Valle del Cauca CALAV.
Plantea que en la audiencia del actual artículo 77 del CPTSS, la conciliación debe contar con la presencia activa del juez, debe ser real; así como la etapa de fijación del litigio es definitivamente actividad judicial,  dado que es la forma de limitar las pruebas.
Igualmente que cuando los litigios versen sobre asuntos de puro derecho, no se decreten pruebas, en cuanto en algunos casos esa etapa implica desgaste del sistema judicial, aspecto que va en contravía del prinicipio de economía procesal.
Expone que el colegio de Abogados Laboralistas, está estudiando la forma de contribuir a descongestionar los despachos laborales, con la implementación efectiva del compromiso y la cláusula compromisoria; y respalda la propuesta gubernamental de implementar la total oralidad en el proceso laboral.
13.  INTERVENCION DEL DR. CESAR AUGUSTO DUQUE Miembro de la Academia de Jurisprudencia de Derecho del Trabajo y Seguridad Social del Sur Occidente Colombiano.
El tema para el cual hemos sido convocados, es la implementación de la oralidad dentro del procedimiento laboral.
Aquí cabe preguntarse por qué se plantea este tema. Entendemos que todo el esfuerzo va encaminado a lograr la tan anhelada, pronta y debida justicia, y si este es el propósito debemos entender que la oralidad, es tan solo uno de los medios, de los varios que podrían esgrimirse para lograr este fin y me referiré algunos temas que de alguna manera tocan con el tema de la oralidad
El reto de la administración de justicia, es que ese objetivo se vuelva una realidad y para eso pienso estamos aquí.
Como vamos a plantear no solo el presente, sino el futuro de la justicia, lo primero que debemos es examinar en qué tipo de sociedad nos vamos a mover, significa explorar las grandes megatendencias mundiales, que moldearan en los próximos años y cada vez mas rápido, una nueva sociedad.
Señalan los analistas tres grandes tendencias universales, que marcaran el futuro de la sociedad en la cual viviremos y a la cual se deberá administrar  justicia.
Esas tres megatendencias son la globalización de la economía, la sociedad de la información, y la protección del medioambiente.
La primera tendencia es la  globalización de la economía, que significa nuevos actores, nuevas tecnologías, organización de la producción a escala mundial, creciente poder de los mercados financieros, cambios en la demanda, una vida más corta de los productos y una falta de sincronía entre la economía y los empleos, aumentando el desempleo, el empleo atípico y otras formas diferentes de trabajo. 
Las características dentro de las cuales se desarrollara el trabajo, serán distintas a las que hoy tenemos, será predominante la polivalencia en el trabajo.
Las redes de trabajo serán la manera de laborar y la innovación y la creatividad serán las principales medidas del éxito.
Las organizaciones competirán en la construcción de competencias principales, como son conocimientos, habilidades y tecnologías que rinden valor fundamental para los clientes, que son en últimos los que mandan. La justicia también tiene un cliente, que es la sociedad que espera se cumpla con la función para la cual fue creada de manera rápida y eficiente. 
La competitividad de una organización a mediano y largo plazos es la consecuencia directa de su capacidad para estar aprendiendo continuamente.
Hablando en el área del derecho, diríamos que lo importante no es simplemente conocer  los códigos, sino que es  más necesario tener capacidad de aprender rápidamente y poseer un criterio lógico de interpretación. En los 40 años de ejercicio de un abogado, seguramente le cambiaran muchas veces las normas y al final lo que cuenta es esta capacidad de aprender.
Las organizaciones públicas y privadas, ya están siendo medidas por la eficiencia, la calidad, la rapidez y la flexibilidad de las organizaciones para adaptarse a los continuos cambios
 

Una segunda megatendencia es la masificación de la información, dado que la sociedad humana esta duplicando su conocimiento cada 6 años, lo que seguramente cambiara todos los esquemas de trabajo y de organización de las estructuras empresariales, públicas, económicas  políticas y sociales.
 La tecnología en este proceso nos llevara pasar de la sociedad industrial a una sociedad tecnológica de la información, donde la informática, el Internet, el intranets, la prensa electrónica, Chat, videoconferencia, aprender a leer libros completos digitalizados, educación a distancia,  entre otras, impondrán un nuevo estilo de organización social a la cual debemos como juristas responder con eficiencia rapidez, calidad y al menor costo
 Es aquí donde en la nueva sociedad comienza a impactar de manera  prominente la administración de la justicia y para ello debe prepararse la infraestructura necesaria especialmente en la comunicación, y la informática, ya que constituyen en la actualidad los pilares básicos de la nueva sociedad.
Vamos hacia un mundo sin fronteras, donde no hay espacios territoriales ni geográficos, a lo cual nos lleva el Internet, en un mundo con leyes diferentes, donde no hay dueños de la red y donde el usuario no advierte el cruce de las fronteras. Aquí tiene que comenzar a variar el concepto de jurisdicción, el espacio se vuelve virtual. 
Cada vez la localización geográfica de los protagonistas perderá importancia con nuevas formas como el teletrabajo.
	El teletrabajo es una forma flexible de organización del trabajo que consiste en el desempeño de la actividad profesional sin la presencia física del trabajador en la empresa durante una parte importante de su horario laboral.
 La actividad profesional en el teletrabajo, implica el uso frecuente de métodos de procesamiento electrónico de información, y el uso permanente de algún medio de telecomunicación para el contacto entre el teletrabajador y la empresa.
 

	 


 

El ciberespacio está en todos lados, y en ninguno en particular. Accedemos a él desde cualquier punto, nuestras transacciones lo van atravesando, llegan a todas partes. Esto cuestiona  las nociones tradicionales acerca de lo que es la jurisdicción soberana. Incluso ya en algunos países se habla de los Magistrados virtuales y también de los arbitrajes virtuales y las escuelas judiciales virtuales. Esto no significa que el juez sea reemplazado por las maquinas o equipos de computación, lo que se busca que la tecnología este al servicio del hombre, y poder tener así una mayor inmediación en el proceso, pero siempre se requerirá para solucionar el caso  contar con el actuar del ser humano.
Es probable que esto nos produzca un choque cultural y creamos que esto que señalo, no puede ser posible, o quizás parezca lejano, lo único que puedo decirles, es que la tecnología ya no es un lujo, sino una necesidad apremiante que marcara la diferencia entre quienes la utilizan y quienes no lo hacen, no estamos hablando del futuro sino del presente inmediato. No estamos inventando nada nuevo, basta leer lo que esta pasando en otros países
Son las tecnologías la que comienzan a mover el mundo y es la que nos hará competitivos como Estado, para resolver los inmensos problemas jurídicos de los ciudadanos, los cuales cada día se incrementaran asumiendo nuevas formas. En nuestra justicia tendrá un impacto grande sin lugar a dudas.
Mas allá de las normas procedimentales detrás de un proceso existe  toda una estructura administrativa que debe funcionar, de la mano de un modelo de gestión administrativa. 
La justicia nuestra esta caracterizada por numerosos expedientes, audiencias a varios meses, sentencias que llegan en muchas ocasiones muchos años después.
Es la tecnologías un elemento básico de la nueva celeridad de los procesos y no afirmamos que esta sea la única solución, pues son un conjunto de medidas las que se deben tomar, como son el cambio de modelo de gestión y de cultura organizacional.
De que sirve una justicia tardía, es la peor injusticia con quienes teniendo sus derechos, se ven dilatados por la ineficiencia organizacional, al utilizar métodos de trabajo anacrónicos.
Einstein decía, que locura es hacer lo mismo y esperar resultado diferentes,. Tenemos que hacer cosas diferentes, si queremos crear un impacto nuevo
Sabemos mucho de derecho, pero ¿cuanto sabemos de administrar haciendo eficiente los escasos recursos ¿cuanto sabemos del manejo de los recursos informáticos.’, 
A estas dos megaterndencias se añade la conservación del medio ambiente que permitan la sostenibilidad de los modelos de desarrollo.
	No podemos sustraernos a estas megatendencias-
 
	


Todos estos elementos conforman una nueva visión mundial, de la sociedad, entendida como "un proceso de cambio en el que la utilización de los recursos, la dirección de las inversiones y la orientación de los cambios tecnológicos e institucionales, acrecientan el potencial actual y futuro para entender, las necesidades y aspiraciones humanas" (Comision Brundtland)
 

Principios como el de la oralidad,  si bien están consagrado en el código desde hace muchos años, no ha sido efectivamente impuesto en nuestro criterio, por la falta de medios tecnológicos para hacerlos realidad, convirtiéndose simplemente la oralidad en una audiencia de dictado de los procesos.
Requerimos que los jueces puedan tener acceso fácilmente a sentencias no solo de las cortes, sino de todos los tribunales del país y de los jueces, lo cual les puede facilitar su papel en el estudio de casos que seguramente ya han sido resueltos en otras partes del país y que pueden orientarlos en la toma de decisiones ahorrando tiempo.
Decisiones que puedan tomar con base en mecanismos de divulgación de sentencias, elaboradas con tecnología de vanguardia, en base de datos y consultas que permitan ofrecerle un mejor conocimiento, pero que también garanticen al publico todas las decisiones publicadas por el tribunal y los jueces, en texto completo debidamente organizadas y catalogada por fechas de publicación, numero de expediente, pero que esto ocurra no solo a nivel de la corte como existe ya, sino también de los juzgados.
En este tema la Academia que hoy represento, esperamos hacer algún aporte a la región con un proyecto que al respecto vamos proponerle al tribunal seguramente en los próximos días
Debemos estar preparados para realizar audiencias virtuales, y tener jueces conectados en red con todos los jueces y tribunales del país.
Creemos que debemos ahondar en figuras que permitan la resolución de conflictos rápidamente ayudados por mecanismos, como la conciliación, la cláusula compromisoria, el compromiso que bien ha explicado en este auditorio el Dr. Ivan Díaz.
Frente a la conciliación creemos que debe ser un a figura que se utilice antes de iniciar el proceso laboral, como una instancia previa al proceso  y se constituya en requisito de procedibilidad, para que ante personal especializado, en los centros de arbitraje de las universidades, Cámaras de Comercio y demás existentes, se haga un esfuerzo especializado y con la disponibilidad del tiempo que se requiere para adelantar esa tarea, lo cual no ocurre hoy con la audiencia de conciliación, donde muchas veces el juez simplemente se limita a preguntar, cuanto ofrecen las partes, pero por su poca disponibilidad de tiempo, por su carga de trabajo, no puede dedicarle varias horas a encontrar una solución acordada, convirtiéndose en un simple requisito de tramite, para lo cual si se quiere tener éxito, se requiere seguir un proceso de negociación que termine exitosamente y que si podrían realizar estos organismos especializados.
 

Obviamente si queremos dar solución, debemos encontrar sus causas preguntándonos por qué no se ha aplicado la oralidad, lo primero que parece obvio es por no contar con los elementos tecnológicos, que faciliten  salir del dictado a la verdadera audiencia, donde de manera simultanea  cada parte expresa su posición, expone sus pruebas y se falla, no importa en que ciudad estén los participantes en la audiencia, pues la localización geográfica de los participantes perderá importancia.. Obviamente se requiere de locales adecuados para ello y de los elementos que permitan rápidamente tomar una decisión. En primer lugar se requiere tener los recursos tecnológicos adecuados, un grupo humano capacitado y actualizado en las ultimas tecnologías y las normas que permitan su debida aplicación.
 

La justicia solo cambiará y se agilizará, cuando el impacto de la tecnología no pueda ser ignorado, no podemos esperar mas, se trata de tomar una decisión e iniciar el proceso, y ese parece ser el sentido de estas convocatorias, las cuales aplaudimos desde la Academia, pero para ello se requiere obtener  los recursos económicos, que permitan adquirir las tecnologías necesarias y dar la capacitación requerida, mas que lo puramente jurídico.
 

No solo hay que cambiar las normas hay necesidad de cambiar las estructuras judiciales, las formas de trabajar y de actuar.
 

Hoy las empresas han realizado la reingeniería, en la justicia es necesario automatizar las tareas auxiliares, seleccionar y clasificar los casos en cuáles exigen la atención mas inmediata del juez y cuáles se pueden delegar.
Hoy debe ser una realidad las declaraciones de testigos o interrogatorios de parte a distancia a través de la conferencia virtual.
Pero esta capacitación no solo debe concentrarse  en los jueces, sino que hay que promoverla en los abogados, para que la usen eficientemente, si aspiramos a contar con un nuevo modelo de justicia. 
Desde la Academia hemos recibido ya la propuesta de algunas Universidades con facultades de Derecho, que  estarían en capacidad de incluir en sus curriculum, las cátedras que fueren necesarias, para lograr estos procesos informáticos, que nos permitan abogados versátiles en estos temas. Esto significa, que antes de 5 años podremos tener una nueva generación de abogados. Lo que significa que los abogados que no tuvimos esa formación, sino recuperamos el terreno seremos, desplazados por aquellos abogados, conocedores de nuevas herramientas que otorgan mayor eficiencia.
 Las Universidades tienen toda la disposición en sus procesos de formación y  consultorios jurídicos a involucrarse con la justicia, pero se requiere también que la justicia acepte involucrarse con la Universidad en una alianza estratégica que beneficie a todos.
 

Estamos hablando de cambiar una cultura y ya Von Ihering ,señaló cómo era mas fácil modificar las leyes, que incidir sobre la inercia de las mentalidades.
 Una cosa bien distinta es sentarse a legislar y otra producir el cambio cultural en las formas de pensar y actuar frente a nuevas realidades.
 

Estas reflexiones para llamar la atención simplemente, que la solución en nuestro entender esta en la tecnología, en la capacitación y en el cambio cultural de cómo enfrentar un mundo nuevo.
Que entendamos que es posible tener el expediente digital, realizar las notificaciones por mail, presentar demandas por Internet con firmas digitalizadas y en fin una serie de cosas, que hoy a muchos abogados parecerían absurdas e imposibles, pero que ya comienzan a ser una realidad en algunos países por lo menos a nivel de experimentación.
Pretendo con esto dejar una inquietud frente a lo que se nos avecina y la pregunta que debemos hacernos, es si ya estamos preparados para ello. 
No hay que ir muy lejos, pero en Colombia ya existen empresas, donde todo los documentos son digitalizados y quienes deben tomar decisiones, no ven el papel sino las paginas del computador,. En un tiempo no muy lejano, ya no volveremos a ver los expedientes, sino los chips que contienen los documentos digitalizados, incluyéndolos videos de lo ocurrido en el proceso.
Desde la Academia, esperamos poder contribuir a esa consciencia, de que ha llegado la hora de prepararnos para nuevos retos y nuevos desafíos,  que estamos seguros lograremos cumplir, si colocamos la voluntad y el esfuerzo conjunto.
Resumiría nuestra respuesta a la pregunta para la cual fuimos convocados, que la oralidad no es un problema jurídico, es un problema primero de decisión política de hacerlo y de recursos, basta expedir las normas que lo implementen, adoptar la tecnología, iniciar el proceso de cambio de cultura  y de formación del recurso humano, y  es allí donde esta la gran tarea si queremos la celeridad de los procesos.
14. INTERVENCION DEL DR. IVAN ALBERTO DIAZ GUTIERREZ. Representante de la Pontificia Universidad Javeriana Cali. (Se adjunta presentación en power point.)
Reitera, o mejor, respalda la posición presentada por el Colegio de Abogados Laboralistas del Valle, en el sentido de promover el compromiso, como forma de descongestión de los despachos judiciales. 
15.  INTERVENCION DE LA DRA. CARMEN ELENA GARCES En representación de la Unidad Central del Valle de Tulúa  y de la Universidad ICESI.
EL SISTEMA ORAL EN MATERIA LABORAL ESTA VEZ SI?
Carmen Elena Garcés Navarro – Profesora Unidad Central del Valle – Litigante
 

Todos sabemos que el Código de Procedimiento Laboral fue expedido mediante el decreto legislativo No. 2158 de 1948, en uso de las facultades de estado de sitio, y adoptado como legislación permanente por medio del decreto No. 4133 de 1948, dictado por el Presidente de la República en uso de las facultades extraordinarias que le confirió el artículo 29 de la Ley 90 del mismo año.
 

Con el principio de oralidad en el derecho laboral, "se buscó darle celeridad y publicidad a los procesos judiciales a través de los cuales se  deciden los conflictos jurídicos que se originan directa o indirectamente en el contrato de trabajo y, de otra parte, facilitar la intervención de las partes, máxime si se tiene en cuenta que en la relación laboral ellas (patrono y trabajador) no se encuentran en pie de igualdad; todo en beneficio de la pronta y oportuna administración de justicia. Adicionalmente, se destaca que en tales procesos  concurren principios como son el de la inmediación, contradicción, igualdad, moralidad, eficacia, economía, imparcialidad, etc., que garantizan los derechos fundamentales de todas las personas sin distingo alguno.
La regla general en derecho procesal del trabajo es que las actuaciones y diligencias judiciales, la práctica de las pruebas y la sustanciación se deben efectuar oralmente en audiencia pública, so pena de nulidad, y sólo por excepción se puede adelantar alguna actuación judicial, en audiencia privada.
Se han creado comisiones para reformarlo y producto de una de esas últimas comisiones se expidió la Ley 712 de 2000 que rompió el principio de la oralidad en buena parte pues se pasó abiertamente a la actuación escrita en varias de las etapas procesales.  Ya está circulando un nuevo proyecto para volver a reformarlo.
Varios estudios y diagnósticos se han formulado alrededor de la necesidad de fortalecer la justicia colombiana. 
Las “Mesas de Justicia” realizadas entre los meses de Marzo y Julio de 2004, con la participación de entidades públicas[1] la comunidad internacional[2] y organizaciones sociales[3] dentro de la Estrategia de Cooperación Internacional, cuyo  Bloque Temático  fue el “Fortalecimiento del Estado de Derecho y Derechos Humanos”, propusieron varias líneas programáticas. Para lo que nos interesa a nuestra Justicia Laboral, cabe resaltar las que se denominaron:
- Descongestión judicial y mejoramiento del acceso a la justicia formal (justicia oral, pronta y eficaz).
- Sistema Local de Justicia (SLJ) y promoción del acceso a la justicia a través de los mecanismos alternos de resolución de conflictos (MASC).
- Seguridad jurídica.
 

Me voy a detener en lo que se dijo respecto de la descongestión judicial y mejoramiento del acceso a la justicia formal: 
 

“Estudios empíricos demuestran que los colombianos percibimos obstáculos para el acceso a la justicia como la morosidad del sistema, su complejidad, el excesivo formalismo, costos y razones geográficas. La respuesta que viene dándose se ha dirigido principalmente a la promoción de los mecanismos alternos de solución de conflictos. Con todo y las virtudes de la autocomposición (conciliación) y de las jurisdicciones voluntarias (jurisdicción de paz y arbitramento), es indispensable mejorar la capacidad de los jueces para resolver pronta y eficazmente los conflictos que cualquier ciudadano les presente.
 

Inicialmente, se trata de establecer un programa anticongestión, para superar el atraso de más de un millón de procesos judiciales. A través de medidas administrativas y reglamentarias del poder judicial, de proyectos de ley y aún de reformas constitucionales, se pretende brindar herramientas que permitan resolver procesos judiciales en mora y lograr que los juzgados y tribunales impartan justicia dentro de los términos previstos en las leyes. Estudios auspiciados por entidades de cooperación internacional indican, por vía de ejemplo, que la eliminación del recurso de súplica pueden contribuir a la  descongestión de los despachos en la jurisdicción contencioso-administrativo. Y respecto de la congestión generada por la tutela, se podría obrar sobre las causas del uso excesivo de la tutela, cuando es originada en fallas de la administración en materia de pensiones, salud, etc.
 

Se trata, además, de establecer juzgados para la atención de controversia  predefinidas como pequeños conflictos de carácter civil, comercial, penal, laboral, agrario o de familia, a cargo de jueces de competencia múltiple habilitados legalmente para decidir sobre todos estos asuntos en una sola decisión judicial. La actuación se surtiría a través de un proceso breve, informatizado y plenamente oral, de audiencia única en lo posible, y de única instancia, excepto para causas penales o sancionatorias en que se impone constitucionalmente el derecho a la impugnación de las sentencias. La sede de estos juzgados sería local, al interior de los distritos y municipios, para descentralizar la oferta judicial institucional. Los servidores judiciales de esta jurisdicción provendrían de la planta de jueces, especialmente municipales cuya carga de trabajo se vería reducida en altísima proporción, a fin de de haya un impacto fiscal cero. Y para la provisión de sedes en las localidades o comunas se buscaría el aporte de las municipalidades.
 

De otra parte, se avanzaría hacia la adopción de la oralidad en los procesos judiciales de carácter civil, comercial, agrario, disciplinario y contencioso administrativo, y fortalecer la oralidad en la justicia laboral (la reforma penal, por su parte, hace lo propio en la jurisdicción respectiva; y la legislación de pequeños conflictos haría su parte). Entraña la abolición del proceso escritural. Tal medida exigiría la adopción un nuevo estatuto procesal que establezca el proceso oral y por audiencias para causas de las diversas jurisdicciones, en suma, nuevo código general de los procesos judiciales.
 

Es fundamental la capacitación a funcionarios para aplicación de las leyes y el ejercicio de las funciones judiciales, a través de los institutos de públicos de capacitación, y en especial, de la Escuela a cargo del Consejo Superior de la Judicatura.”[4]
 

El Informe Básico recientemente presentado por la AGENCIA COLOMBO ALEMANA DE COOPERACIÓN GTZ ,[5] después de señalar como problema la congestión en los despachos judiciales laborales, la demora en la tramitación y resolución de las controversias planteadas ante jueces y tribunales con desmedro del principio constitucional de la justicia pronta y cumplida a que tienen derecho todos los ciudadanos, se identificaron las siguientes causas:
 

-         Aumento de la conflictividad en materia laboral determinada por la reestructuración del Estado y el desarrollo creciente de la normatividad y competencia en materia de seguridad social, lo que amplía de forma considerable la tarea de los funcionarios judiciales en el área laboral.
-         La competencia por fuero electivo de que trata el artículo 5º. Del código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.
-         El monto de interés jurídico para recurrir en Casación
-         El aumento en la incidencia de la carga laboral por la acción de tutela.
-         La inactividad de los sujetos procesales.
-         Los inconvenientes en el desarrollo de la etapa probatoria del proceso, sobre todo en lo referente al diligenciamiento de despachos comisorios y oficios ante particulares y entidades públicas.
-         Insuficiencia de despachos judiciales.
-         Aumento de carga laboral derivada del cumplimiento por parte de los funcionarios de los despachos judiciales de actividades eminentemente administrativas como el manejo de títulos judiciales.
 

Frente a la problemática descrita y las causas de la misma, la Agencia hizo una serie de propuestas específicas:
 

-         Modificación del Artículo 5º del C.P.T.SS para descongestionar los Distritos Judiciales de Bogotá y Medellín..
-         Creación de una ofician de apoyo administrativo que se encargue de facilitar la información sobre los procesos, ciertas actividades relacionadas con notificaciones y manejo de títulos judiciales.
-         Modificación del Recurso extraordinario de casación en la cuantía del interés jurídico para recurrir y el conocimiento de casos de gran trascendencia que escapan al conocimiento del la Corte.
-         Establecimiento por el término de seis meses de un sistema de reparto común de expedientes en Tribunales con mayor carga laboral.
-         La implantación de mecanismos prácticos para el desarrollo del proceso judicial laboral por la vía de la oralidad en sentido estricto, ya que si bien este es uno de los pilares fundamentales del procedimiento en la materia y ha inspirado su consagración en otras áreas, se han podido observar ciertas inconsistencias en su puesta en práctica , ya que no se cuenta con elementos esenciales para poder ejecutarlo. Entonces, se debe propender por el uso de medios magnéticos, de grabación que hagan más expedita la labor del funcionario judicial, y eviten audiencias en las cuales la oralidad teóricamente concebida se trasmutó en la copia de lo manifestado en ella.
-         La utilización del mecanismo del “proceso testigo” que podría ser de plena aplicación en materia de derecho procesal laboral, teniendo en cuenta que permite el desarrollo por una sola vía ( en la cual hay un único juez de instancia para varios procesos) de la resolución de controversias que versan sobre situaciones de hecho similares como pro ejemplo procesos de reestructuración ISS Caja Agraria etc..” 
 

A su vez, el Consejo Superior de la Judicatura[6], llevó a cabo un proceso de evaluación y consulta entre 47 funcionarios de la Jurisdicción Laboral, utilizando la encuesta con preguntas abiertas, diseñadas para la formulación de propuestas y su priorización organizadas por áreas de política como: descongestión, atraso judicial, calidad del servicio y acceso a la justicia.  Estas fueron sus conclusiones: 
 

“Para jueces y magistrados fue clara la necesidad de tomar medidas tendientes a evitar que cada día la congestión aumente. Dentro de las propuestas, ocupa un puesto importante el nombramiento de jueces de descongestión así como la redistribución de procesos por despacho judicial. Lo anterior demuestra el llamado hacia un apoyo importante en la evacuación de los distintos procesos laborales. 
Se destaca la importancia de la verdadera implementación de la oralidad dentro del desarrollo del proceso laboral. Es evidente su importancia, pero también es claro que esta oralidad debe ser real, debe ser bien instruida por parte de los jueces y debe contar con una infraestructura que permita su práctica. (Negrilla mía)
De lo contrario nos encontraríamos frente a una oralidad de papel que dista mucho de la práctica. 
Por otro lado existe un llamado a la capacitación de los funcionarios, la cual no sólo se debe limitar a aspectos puramente técnicos sino también humanos, de trato hacia el cliente, administración del despacho, entre otros. Lo anterior evidencia que los jueces ven en la capacitación una salida importante para la descongestión de la rama, el mejoramiento del manejo del proceso y la calidad de la justicia.
Adicionalmente, esta capacitación se propone de alta calidad, optativa y diversa, según los intereses o preocupaciones que en cada localidad pueden existir para que exista un compromiso por parte de los jueces y una maximización del servicio ofrecido por la rama. 
Se sugieren igualmente la creación de cargos para estudiantes, pues éstos tienen la posibilidad de brindar una ayuda importante dentro del funcionamiento del despacho judicial, convirtiéndose en una práctica que convierte a los consultorios jurídicos y las facultades de derecho en una pieza importante y proactiva en la búsqueda de una justicia eficaz y rápida así como una práctica beneficiosa para las dos partes. 
Otro aspecto referido por los operadores de justicia es la sistematización de los despachos judiciales. 
Se trata pues de un factor que contribuye a reducir el atraso y mejorar la calidad y que ocupa un espacio central en el Plan de Desarrollo. Se reconoce así mismo, la importancia de los mecanismos alternativos de solución de conflictos y principalmente la conciliación. Se trata pues, al igual que los anteriores, de una alternativa que ataca diversos problemas en la administración de justicia. Se debe pues, insistir en la necesidad de la conciliación, de su importancia y relevancia, como de los desarrollos que esta demanda. 
La jurisdicción laboral está poniendo en práctica la Ley 712 de 2000 que pretende cambiar parte de los procesos laborales a fin de lograr una justicia eficaz y eficiente; por esta razón se propone la necesidad de realizar un análisis de sus resultados a fin de determinar qué sigue faltando en justicia laboral y los nuevos correctivos que se deben tomar. 
Por último vale la pena mencionar que existen diversas propuestas (decretar la perención, asignar funciones a los inspectores de trabajo, conciliación como requisito de procedibilidad, distribución de competencias), unas más controversiales que otras, que se deben ir analizando de acuerdo con la implementación de aquellas que resultan más urgentes, pero que de todos modos demuestra la necesidad de una construcción de la justicia por parte de todos sus actores.” 
Todos estos informes y diagnósticos coinciden en proponer la puesta en práctica real del sistema oral consagrado desde hace 50 años en materia laboral. De nada vale que se creen comisiones técnicas para su implementación, si no hay mecanismos de financiación continua del mismo. Bien lo dijo el Presidente de la Corte Doctor Carlos Isaac Nader, “si bien, la oralidad es necesaria para descongestionar los despachos judiciales, su aplicación se ha imposibilitado desde 1961 por escasez de recursos”.[7]
El día 4 de Mayo, la Casa de Nariño anunció:
“El Gobierno Nacional creó una comisión intersectorial que se encargará de dar mayor celeridad y llevar a la práctica el principio de oralidad en el régimen procesal del trabajo y la seguridad social.
El Ministerio de la Protección Social explicó que en el proceso laboral colombiano impera el principio de la oralidad con algunas excepciones. Este sistema busca la definición y resolución de los conflictos jurídicos con celeridad y economía, no sólo en términos de tiempo sino de recursos. 
Sin embargo, en la realidad este principio se ha desvirtuado al convertirse únicamente en una práctica de dictado, haciendo lenta la justicia al crear formalismos no establecidos.
Por ello la nueva comisión coordinará, orientará y recomendará las normas, medidas y herramientas necesarias tendientes a hacer efectiva la aplicación del principio de oralidad en el régimen procesal del trabajo y de la seguridad social.”
El ejercicio del derecho de acceso a la justicia implica para los ciudadanos la asunción de ciertos deberes, tales como la lealtad y probidad procesal. Esos deberes son correspondidos por la obligación de los jueces y los funcionarios judiciales "de respetar, garantizar y velar por la salvaguarda de los derechos de quienes intervienen en el proceso". Esta última entraña que el juez deberá dirigir el proceso de una manera tal que garantice "su rápido adelantamiento, sin perjuicio de la defensa de las partes".
Para concluir, hago mías las palabras por la Corte Constitucional[8] a propósito de la implantación del Sistema Acusatorio en materia Penal:
“La Corte Constitucional deplora, como ya lo ha dicho, que existiendo graves problemas estructurales y económicos en la administración de justicia, este proyecto, no incluya reformas también estructurales y encaminadas a suplir las insuficiencias económicas que aquejan a la Rama Judicial y principalmente a los juzgados municipales y de circuito. Si bien la oralidad en los procesos judiciales puede significar un avance, ello sólo se podrá lograr con el compromiso de destinar de manera permanente y no al vaivén de emergencias coyunturales los recursos económicos indispensables y la infraestructura necesaria, de tal forma que no se repita la experiencia de la oralidad en la justicia laboral, consagrada desde hace más de cincuenta años, pero que no se ha puesto en práctica por falta de apoyo presupuestal del Ejecutivo, lo cual aumentó la congestión y el atraso en dicha jurisdicción”. 
 

Siendo la una y treinta minutos de la tarde (1:30 p.m.), se da por terminado el foro. 
 

ANTONIO JOSE VALENCIA MANZANO    MARÍA MATILDE TREJOS AGUILAR
Moderador                                                           Relatora
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[4] Documento de “Líneas Programáticas” Para el Fortalecimiento de la Administración de Justicia y Órganos de Control, Junio 30 de 2004.
 

[5] Proyecto Descongestión de la Jurisdicción Ordinaria Laboral en Colombia, octubre de 2004
[6] Plan Sectorial de desarrollo para la Rama Judicial 2003 - 2006
 

[7] Rendición de cuentas de los cuatro meses de implementación del nuevo Sistema Penal Acusatorio,  celebrado el día  2 de mayo,  asistieron el fiscal general de la nación, magistrados de altas cortes y jueces de Bogotá y el Eje Cafetero, ciudades piloto para el nuevo sistema.
[8] Comunicado de prensa, el día 26 de febrero 2004.
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